El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Amilbia de Jesús Usma de Vanegas.  Rad. 66001-31-05-001-2014-00110-01
Amilbia de Jesús Usma de Vanegas Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-001-2014-00110-01

Providencia:

Sentencia de 16 de mayo de 2018
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2014-00110-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:

Amilbia de Jesús Usma de Vanegas 
Demandado:

Colpensiones
Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

Temas: 

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / CAUSANTE FALLECIDO EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003 / CUMPLIMIENTO SENTENCIA DE TUTELA - SU-05 DE 2018 / CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA / APLICACIÓN ULTRACTIVA DEL ACUERDO 049- Semanas de cotización / TEST DE PROCEDENCIA / PERSONAS VULNERABLES / REVOCA / CONCEDE /
Para la Corte Constitucional, es procedente reconocer la pensión de sobrevivientes en el anterior supuesto, siempre y cuando sea posible establecer que “i) que el accionante pertenece a un grupo de especial protección constitucional o se encuentra en uno o varios supuestos de riesgo tales como analfabetismo, vejez, enfermedad, pobreza extrema, cabeza de familia o desplazamiento”; ii) la carencia del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicita el accionante afecta directamente la satisfacción de sus necesidades básicas, esto es, su mínimo vital y, en consecuencia, una vida en condiciones dignas, iii) el accionante dependía económicamente del causante antes del fallecimiento de este, de tal manera que la pensión de sobreviviente sustituye el ingreso que aportaba el causante al tutelante-beneficiario y iv) el causante se encontraba en circunstancias en las cuales no le fue posible cotizar las semanas previstas en el Sistema General de Pensiones para adquirir la pensión de sobrevivientes, y v) el accionante tuvo una actuación diligente en adelantar las solicitudes administrativas o judiciales para solicitar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.”.
(…)
Luego de analizar estos requisitos de procedencia, la Corte encontró que la demandante cumplía con dichos presupuestos, por lo tanto determinó que la prestación de la actora debía regirse por los postulados del Acuerdo 049 de 1990 y en ese sentido, se tiene que antes del 1º de abril de 1994 el causante había cotizado un total de 834,85 semanas. 

Así las cosas, en cumplimiento de la orden constitucional se revocarán la decisión de primer grado para en su lugar reconocer la pensión de sobrevivientes a la señora Amilbia de Jesús Usma de Vanegas.

Ahora, conforme se indicó en la sentencia unificadora, en el párrafo 168 en el que la Corte precisa que “Solo para efectos del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes se considerarán como personas vulnerables aquellos individuos que hayan superado el Test de procedencia antes descrito. Para estas personas, las sentencias de tutela tendrán efecto declarativo del derecho y solo se podrá ordenar el pago de mesadas pensionales a partir de la presentación de la acción de tutela”, el reconocimiento pensional en este caso será a partir del 16 de noviembre de 2016, fecha de radicación de la tutela ante la Sala de Casación Laboral, según la página web de dicha corporación - link consulta de procesos-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dieciséis de mayo de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de dar cumplimiento a la sentencia de tutela SU-005 del 13 de febrero de 2018, por medio de la cual se ordenó a ésta Sala de Decisión, conforme a las consideraciones expuestas por la Alta Magistratura, emitir una nueva sentencia dentro del proceso que promueve la señora AMILBIA DE JESÚS USMA DE VANEGAS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00110-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

En providencia de fecha 14 de septiembre de 2016 la Sala de decisión No 2º, en su anterior conformación, profirió decisión de segundo grado dentro de este proceso ordinario laboral, confirmando la sentencia absolutoria dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.
Para decidir lo pertinente en ese momento, fue tenida en cuenta la línea trazada por la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38.674, SL 13883 de 2014, SL 14842 de 2014 y SL 3186 de 2015 radicación Nº 46.635, en las que se señala que las personas que fallecen en vigencia de la ley 797 de 2003, cuando se quiere la aplicación de la ley 100 de 1993 original, pueden acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevientes, cuando el afiliado al momento del deceso se encontraba cotizando y acredita 26 semanas de aportes en cualquier tiempo o, cuando de no estar activo como cotizante para ese momento cuenta con 26 semanas de aportes dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se produjo el fallecimiento y adicionalmente registra otras 26 semanas consignadas en el último año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003, que comenzó a regir el 29 de enero de 2003, sin que fuera posible acudir al Acuerdo 049 de 1990 para darle una especie de efectos plusultrativos.
Como puede evidenciarse de la historia laboral que obra del folio 52 al 57, los requisitos de la Ley 100 de 1993 no fueron acreditados por la parte actora, toda vez que el señor Octavio Vanegas Castañeda, dentro del año inmediatamente anterior a su deceso, no efectuó aportes al Sistema General de Pensiones, como tampoco dentro del año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 y fue por tal razón que se negó el reconocimiento pensional pretendido por la demandante.
Posteriormente, la señora Amilbia de Jesús Usma de Vanegas presentó acción constitucional en contra de esta Corporación, la cual fue negada en primera instancia por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y confirmada por su homónima penal.

Ya en sede de revisión, la tutela fue seleccionada por la Corte Constitucional que en providencia de fecha 13 de febrero de 2018, ordenó a esta Sala proferir una nueva sentencia conforme a los fundamentos expuestos en su decisión.

Encontrándose el expediente en esta Sede para decidir lo pertinente, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones:

1. DE LA SENTENCIA SU 005-2018

La Corte Constitucional en su sentencia, luego de hacer una revisión de la línea jurisprudencial propia y de la Sala de Casación Laboral respecto al principio de la condición más beneficiosa ,precisó:

“(iv) La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha interpretado el principio de la condición más beneficiosa de una forma que lejos de resultar constitucionalmente irrazonable es acorde con el Acto Legislativo 01 de 2005. Para dicha Corte, este principio no da lugar a la aplicación ultractiva del Acuerdo 049 de 1990 u otros regímenes anteriores. Por tanto, el hecho de que el cotizante hubiese realizado aportes pensionales, por lo menos por el número mínimo de semanas previsto en dicha normativa para acceder a la pensión de sobrevivientes, sumado a la muerte del cotizante tras la expedición de la Ley 797 de 2003, no genera el derecho a recibir la pensión de sobrevivientes para el beneficiario. Esta regla, en todo caso, sí ha considerado la aplicación ultractiva de las disposiciones de la Ley 100 de 1993, para efectos del cómputo de las semanas mínimas de cotización, únicamente en aquellos supuestos en los que la muerte del afiliado hubiese acaecido dentro de los 3 años posteriores a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003
. 

(v) No obstante, para la Corte Constitucional, la regla dispuesta por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia sí resulta desproporcionada y contraria a los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y vida en condiciones dignas, cuando quien pretende acceder a la pensión de sobrevivientes es una persona vulnerable. En estos casos, los fines que persigue el Acto Legislativo 01 de 2005 -hacer viable el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, en condiciones de universalidad y de igualdad para todos los cotizantes- tienen un menor peso en comparación con la muy severa afectación de los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y vida en condiciones dignas de las personas vulnerables. Por tanto, solo respecto de estas personas resulta proporcionado interpretar el principio de la condición más beneficiosa en el sentido de aplicar, de manera ultractiva, las disposiciones del Acuerdo 049 de 1990 –o regímenes anteriores- en cuanto al primer requisito, semanas de cotización, para efectos de valorar el otorgamiento de dicha prestación económica, aunque el segundo requisito, la condición de la muerte del afiliado hubiese acaecido en vigencia de la Ley 797 de 2003. Si bien estas personas vulnerables no adquirieron el derecho a la pensión de sobrevivientes en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, los aportes del afiliado, bajo dicho régimen, dieron lugar a una expectativa que, por las circunstancias particulares del tutelante, amerita protección constitucional. 

2. DEL TEST DE PROCEDIBILIAD PREVISTO EN LA SU-005-2018
Para la Corte Constitucional, es procedente reconocer la pensión de sobrevivientes en el anterior supuesto, siempre y cuando sea posible establecer que “i) que el accionante pertenece a un grupo de especial protección constitucional o se encuentra en uno o varios supuestos de riesgo tales como analfabetismo, vejez, enfermedad, pobreza extrema, cabeza de familia o desplazamiento”; ii) la carencia del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicita el accionante afecta directamente la satisfacción de sus necesidades básicas, esto es, su mínimo vital y, en consecuencia, una vida en condiciones dignas, iii) el accionante dependía económicamente del causante antes del fallecimiento de este, de tal manera que la pensión de sobreviviente sustituye el ingreso que aportaba el causante al tutelante-beneficiario y iv) el causante se encontraba en circunstancias en las cuales no le fue posible cotizar las semanas previstas en el Sistema General de Pensiones para adquirir la pensión de sobrevivientes, y v) el accionante tuvo una actuación diligente en adelantar las solicitudes administrativas o judiciales para solicitar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes.”.

3. CASO CONCRETO

Luego de analizar estos requisitos de procedencia, la Corte encontró que la demandante cumplía con dichos presupuestos, por lo tanto determinó que la prestación de la actora debía regirse por los postulados del Acuerdo 049 de 1990 y en ese sentido, se tiene que antes del 1º de abril de 1994 el causante había cotizado un total de 834,85 semanas. 
Así las cosas, en cumplimiento de la orden constitucional se revocarán la decisión de primer grado para en su lugar reconocer la pensión de sobrevivientes a la señora Amilbia de Jesús Usma de Vanegas.

Ahora, conforme se indicó en la sentencia unificadora, en el párrafo 168 en el que la Corte precisa que “Solo para efectos del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes se considerarán como personas vulnerables aquellos individuos que hayan superado el Test de procedencia antes descrito. Para estas personas, las sentencias de tutela tendrán efecto declarativo del derecho y solo se podrá ordenar el pago de mesadas pensionales a partir de la presentación de la acción de tutela”, el reconocimiento pensional en este caso será a partir del 16 de noviembre de 2016, fecha de radicación de la tutela ante la Sala de Casación Laboral, según la página web de dicha corporación - link consulta de procesos-.  
La cuantía de la mesada será equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, dado que el derecho pensional se causó el 11 de julio de 2004, es decir antes de la vigencia del acto legislativo 01 de 2005, que lo fue el 29 de julio de igual año.  Del valor del retroactivo, que es del orden de $15.176.641, deberá ser descontados los aportes en salud.
Frente a los intereses moratorios, los mismos correrán a partir de la ejecutoria de la presente providencia, dado que la entidad negó el derecho pensional atendiendo los lineamientos normativos que regulan el asunto, es decir, exigiendo los requisitos establecidos el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 765 de 2003.

Costas en ambas instancias a cargo de Copensiones en un 50%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Primero  Laboral del Circuito el 30 de junio de 2015.

SEGUNDO. DECLARAR que la señora AMILBIA DE JESUS USMA DE VANEGAS tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor OCTAVIO VANEGAS CASTAÑEDA, a partir del 16 de noviembre de 2016, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales.
TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la actora por concepto de retroactivo pensional causado entre el 16 de noviembre de 2016 y el 30 de abril de 2018, la suma QUINCE MILLONES CIENTO SETENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y UN PESOS $15.176.641, a la cual deberá descontársele el 12% correspondiente a los aportes en salud.

CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora Amilbia de Jesús Usma de Vanengas, intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la presente providencia y hasta que se haga efectivo el pago.
QUINTO: CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte demandada en un 50%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Esta postura fue unificada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia del 25 de enero de 2017, Expediente SL45650-2017, Radicación N° 45262.  
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